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I. EL FRACASO DEL ESTADO ADMINISTRATIVO ANTE
EL ARBITRISMO URBANISTICO Y SU SECUELA
DE CORRUPCION; LA CRIMINALIZACION DEL URBANISMO
COMO RESPUESTA DE URGENCIA

El rosario de graves casos de arbitrismo y corrupcién urbanisticas que la
sociedad espafola se estd viendo obligada a digerir y que no parece querer con-
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cluir, ha acabado por hacer evidentes la severidad del deterioro de nuestra po-
litica de ordenacién territorial y urbanistica y la magnitud del problema que
representa’. Los sintomas del mal no son de ahora y sus sefales eran y son in-
equivocas, pero la sociedad no ha querido o sabido percibir tempestivamente
su significado, lo que dice mucho sobre el grado real de conciencia colectiva no
ya ecoldgica, sino sobre la dimensién espacial (territorial) de la vida social en
tanto que simultdneamente elemento determinante y expresion fisica de ésta.
La marea de «desarrollismo» econémico y su simplista secuela de «mercadis-
mov, incluso en punto al suelo’ y los demds recursos naturales, han venido
embotando claramente los resortes sociales de critica, defensa y reaccion eficaz,
incluso ante advertencias tan claras como las que venfan efectuando sin mds,
de un lado, la evolucién desmesurada del precio de la vivienda libre y la radical
insuficiencia de la accién en materia de vivienda de proteccién publica y, de
otro lado, las severas consecuencias sociales que de la conjuncién de ambas
circunstancias se derivaban y siguen derivdndose.

A la hora del andlisis de las causas salta a la vista, en lo que aqui importa,
el fracaso del Estado administrativo social y de Derecho. Como ejemplifica
claramente el caso del Municipio de Marbella, ni la sofisticada formalizacién
legal de la politica de ordenacién territorial y urbanistica y su dotacién a la
Administracién responsable con generosas potestades y técnicas de direccidn,
supervision y control de la ocupacién, transformacién y uso del suelo, ni el
reparto de las competencias entre las instancias local y autonémica, como tam-
poco la existencia de un pleno control judicial de la entera administracién de
la aludida politica, han impedido ninguno de los siguientes fenémenos: i) la

! Debe aclararse desde ahora que el andlisis que sigue se centra en las deficiencias detectables a partir de los
casos de corrupcién aludidos en el texto, sin que ello pueda interpretarse como la afirmacién indiscrimi-
nada ni de la generalizacién de la corrupcién o siquiera de la mala gestién (serfa una injusticia notoria si-
lenciar el buen funcionamiento de la politica territorial y urbanistica en muy buena parte del territorio
nacional), ni, por tanto, de la inadecuacién en bloque de la legislacién formalizadora de dicha politica y
las organizaciones, la distribucién de competencias y las técnicas de que se sirve. La critica se limita a to-
mar pie en la corrupcién aflorada en tanto que manifestacién extrema (urbanismo «asilvestrado») de «mala
administracién» conducente a un urbanismo desbocado, para —dada la extensién y entidad de aquélla—
analizar las causas de tal deficiencia en la gestién administrativa y apuntar las lineas mds plausibles para su
correccién. La corrupcién, en tanto que transgresién penal, es un fenémeno humano, que remite a la
responsabilidad personal. Aqui importa en cuanto sintoma de deficiencias organizativas (constructivas,
competenciales y de funcionamiento) y de actuacién de la Administracién o las Administraciones respon-
sables de la ordenacién territorial y urbanistica.

o

No sélo ya en forma de utilizacién exclusiva o predominante para el turismo o la segunda residencia fun-
damentalmente en el litoral y con transformacién y degradacién de este ecosistema, sino también —y con
no menores consecuencias— en forma de conversién de la expansién de las ciudades en oferta dirigida a
satisfacer, mds all4 de las necesidades reales y, en todo caso, al margen del poder adquisitivo efectivo de la
poblacién precisada del acceso a una vivienda, la demanda de inversién considerada segura y de alta reva-
lorizacién: fundamentalmente la inmobiliaria residencial (al punto de hacer de Espafia, en los pasados
afios y con gran diferencia, el pais europeo con mayor produccién de viviendas). Y todo ello, al margen
esencialmente de toda ponderacién suficiente del impacto ambiental y la sostenibilidad de las actuaciones
y, en especial, la economia de un recurso tan esencial como el agua y clara relegacién de los restantes na-
turales a objeto de una politica de preservacién museistica de espacios y lugares.
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pérdida de tensién de la funcién y el espacio publicos?; ii) la desvirtuacién de
los procesos decisionales de definicién, por concrecién sucesiva, del interés
general’; iii) la ausencia de verdadera y eficaz gestién publica urbanistica’; iv)
la debilidad, por no decir inoperatividad, tanto de la proteccién y la disciplina
de la legalidad urbanistica como de la sancién efectiva de sus infracciones®; y v)
por dltimo, pero no por ello menos grave, la inefectividad del control judicial
pleno de la legalidad de la actuacién administrativa previsto en el articulo
106.1 CE y encomendado al orden jurisdiccional contencioso-administrativo
para corregir las disfunciones anteriores. Asi pues, en su manifestacién de Es-
tado administrativo, el Estado social y democritico de Derecho no ha cumpli-
do debidamente, en materia de ordenacién territorial y urbanistica, en un nd-
mero significativo de casos y con la eficacia exigida por el articulo 103 CE, su
funcién primaria de generacién continua de las condiciones espaciales precisas
para la efectividad del desarrollo de la vida individual y colectiva segiin el orden
politico-social disefado en el titulo primero de la norma fundamental y, por
tanto, de control preventivo y corrector de los riesgos sociales en dicha materia.
Y tampoco ha estado a la altura de las circunstancias en el momento de la ac-
tualizacidn de tales riesgos. Lo certifica su relevo de hecho por el Estado puni-
tivo bajo la forma de actuacién del orden jurisdiccional penal, facilitada por las
figuras delictivas en blanco o que remiten, para la determinacién acabada del
tipo penal, justamente a la normativa administrativa de ordenacién territorial
y urbanistica (en especial, la prevaricacion agravada del articulo 320 Cp), y la
aplicacién extensiva de la de la de prevaricacién de autoridades y funcionarios
(art. 404 Cp).

Senalar a la Administracién local y, concretamente, la municipal como
origen de todos los males es sin duda lo mds ficil y desde luego simplifica el
diagnéstico, ahorra todo mdas detenido andlisis y permite pasar sin mayor es-
fuerzo —como es usual entre nosotros— a la formulacién de propuestas terapéu-

* El desplazamiento del centro de gravedad desde la ordenacién publica (colocada bajo la luz negativa de
una planificacién interventora y rigida, inadecuada para la veloz dindmica econémico-social actual) hacia
la iniciativa privada emprendedora (vista siempre bajo la luz positiva de atender con agilidad las necesida-
des sociales del momento), con conversién de la primera en mera articulacién legal de las operaciones
planteadas por la segunda y, en todo caso, confusién de los planos de ordenacién y ejecucién y, por tanto,
contaminacién de la primera por la segunda. Y, sumada a lo anterior, el decaimiento de la verdadera par-
ticipacién ciudadana en los procedimientos de toma de decisiones sobre la ordenacién territorial y urba-
nistica, con reduccién de la informacién publica a tramite de alegaciones para hacer valer intereses patri-
moniales concretos. Se trata naturalmente de grandes tendencias, que no siempre se han dado o se dan en
todos los casos.

Como consecuencia de la transformacién de la ordenacién urbanistica en instrumento desconectado de
todo preciso orden de valores, carente, asi, de criterios de referencia especificos y capaz, por ello, de poner-
se al servicio de cualesquiera y, por tanto, de los predominantes en cada momento. Con las consecuencias
que de ello se siguen para la correcta precisidn, en cada caso, de la cliusula general del interés publico.

«

Lastrada por la penuria de medios y la pujanza de la gestién privada.

o

Fenémeno que viene de lejos y normalmente se imputa a la falta de la suficiente «distancia» de la instancia
municipal respecto de los agentes y los procesos a disciplinar y, en su caso, sancionar. Pero que se ha visto
agravado en los dltimos tiempos como consecuencia, sin duda, de los fenémenos antes descritos.
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ticas’. Sin duda parte de las causas se sitdan en los Municipios, la mayor parte
de los cuales carece tanto de la necesaria entidad y, por tanto, «distancia» res-
pecto de los intereses que pugnan por prevalecer en la utilizacién de su territo-
rio® y, sobre ello, de la capacidad técnica y de gestion precisa hoy para ejercer
con acierto, en el 4mbito de su responsabilidad, la potestad de ordenacién,
direccién, supervisién y control de la transformacién y el uso del suelo y cuya
hacienda —a pesar de estar directamente expuestos a la presién social de satis-
faccién de las necesidades primarias y vitales que implica la convivencia en
vecindad— padece deficiencia crénica. Pero ni todas esas causas son imputables
sin més a la propia instancia local’; ni todo es reconducible a inidoneidad or-
ganizativa o competencial, pues no se puede olvidar que el ejercicio de la po-
testad de ordenacién urbanistica general de los términos municipales sigue
compartiéndose, en la mayoria de los casos, con las Administraciones de las
Comunidades Auténomas, de modo que, por ejemplo, éstas deben asumir
cuando menos su cuota parte de responsabilidad en la clasificacién despropor-
cionada de suelo para nuevos desarrollos, que estd en la base misma del urba-
nismo «descontrolado».

Es innegable, con todo, que la entera politica administrativa de ordena-
cién territorial y urbanistica aparece precisada de refaccién en todas sus dimen-
siones: organizativa, programdtica, de gestién y de control judicial. No en ulti-
mo término para dejar de ser, exclusivamente por deficiencia propia,
«inductora de la criminalizacién»'® de la materia y, por tanto, para acabar con
la por ahora sélo coyuntural desarticulacién de la debida relacién entre Dere-
cho administrativo-accién administrativa y Derecho penal-accién punitiva ju-
dicial", evitando, asi los riesgos, de porte incluso constitucional, que puede
acarrear su transformacién, sin mds, en permanente.

7 Inmediatamente se han alzado voces reclamando, por ejemplo, la reconsideracién bien de la autonomia
local, bien de las competencias municipales en la materia.

¢ Entidad y distancia precisas para lograr, junto con la legitimacién democrdtica y la autoadministracién, la
férmula organizativa adecuada para que su actividad (necesariamente servicial, con objetividad, eficacia y
legalidad) responda a la legitimacién que para su actividad reclama la norma fundamental.

? También lo son en buena medida a las instancias territoriales superiores, que han eludido y siguen eludien-
do afrontar la cuestién del mapa municipal y cumplir el mandato constitucional (art. 142 CE) de asegurar
la suficiencia financiera local (la participacién local en los ingresos de las Comunidades Auténomas estd
esencialmente inédita).

' Por emplear la gréfica expresién acuiiada por W. Hoffmann-Riem, Administrativ induzierte Pénali-
sierung. Strafrecht als Auffangordnung fiir Verwaltungsrecht», en H. MULLER-DIETZ, E. MULLER, K-L.
Kunz, H. RADTKE, G. BriTO, C. MOMSEN y H. KORIATH (eds.), Festschrift fiir Heike Jung, Nomos
Verlag, 2007, pp. 299 y ss.

1" Como sefiala el autor citado en la nota anterior, en el pensamiento juridico estd arraigada la consideracién
de la respuesta penal como tltima ratio, pues son los Derechos privado (civil y mercantil) y puablico (ad-
ministrativo) los primariamente llamados a dar solucién adecuada a los problemas sociales, restando
siempre el Derecho penal en retaguardia como reserva complementaria para proteger, con sus medios
especificos y mds radicales, la proteccién del ordenamiento juridico. Esta idea, que se corresponde —entre
nosotros— con el tradicional principio de «intervencién minima» y la consecuente relacion entre aquéllos
Derechos y el penal son manifestacién del principio fundamental de proporcionalidad: cuando sea nece-
sario el aseguramiento del respeto de las normas de conducta con especiales mecanismos dirigidos a ha-
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Es cierto que en los tltimos tiempos es observable tanto una relativizacién
del principio de «intervencién minima», como una debilitacién de la preferen-
cia general por los mecanismos administrativos de respuesta (en particular, el
Derecho sancionador administrativo). Se trata de un fenémeno que se estd
generalizando en el mundo occidental y, desde luego, en el de nuestro entorno
inmediato (en todo caso el constituido por la Unién Europea), que —favoreci-
do por la amenaza del terrorismo internacional, en especial tras los trigicos
atentados del 11S y el 11M- alcanza incluso a desdibujar las fronteras entre la
policia administrativa de prevencién de riesgos para la seguridad y el orden
publicos y la persecucién judicial de delitos y faltas. Siguiendo a W. Hoffmann-
Riem'?, es observable la bidireccionalidad de la utilizacién de un ordenamien-
to parcial al servicio de la efectividad de otro (en lo que aqui importa, los De-
rechos administrativo y penal), con la consecuencia de que ambos fungen, en
la relacién reciproca y segtin las materias, como «orden de reserva» («Auffan-
gordnungy). Es sin embargo el empleo por el Derecho administrativo del De-
recho penal en este dltimo sentido el fenémeno mds llamativo, sobre todo
porque obedece a una doble finalidad: la de abrir a la Administracién nuevas
posibilidades de actuacién® y la de proporcionar «ayuda en la implementa-
cién» a la accién administrativa (con simulténeo desmontaje de mecanismos
especificamente administrativos al servicio de la efectividad de ésta)'*. Esta ul-
tima —aqui la de interés— representa, en lo sustancial, una reaccién frente a los
crecientes déficit de eficacia’ que padece el Estado administrativo, sea como
legislador, sea como servidor —ejecutivo— de los programas legislativos'®. De
modo que se hace entrar en juego el Derecho penal como refuerzo para conse-
guir el éxito o para evitar el fracaso en la direccién de los procesos o la configu-
racién de las realidades sociales'.

cerlo efectivo, el empleo de éstos y los efectos que de €l se siguen han de ser en todo caso proporcionados,
especialmente desde el punto de vista de las libertades publicas y, en particular, el libre desarrollo de la
personalidad. Ha de evitarse la imposicién de una pena y mds atn la ejecucién de ésta, en la medida en
que basten otros medios para conseguir el fin pretendido.
2 W. HOFFMANN-RIEM, op. cit., en nota 10.
Asf sucede en el 4mbito, ya aludido y que aqui no interesa, de la policia preventiva de seguridad y orden
publicos y para posibilitar —via tipificacién penal y en sede procesal criminal— actuaciones de investiga-
cién y averiguacion vedadas a la Administracién en cuanto tal.
La incorporacién y progresiva extensién de los tipos penales en blanco (que remiten a criterios adminis-
trativos de referencia y, en lo que aquf importa, al Derecho de la ordenacién del territorio, el urbanismo
y el medio ambiente) constituye la manifestacién mds significativa de esta variedad del fenémeno.

oy

En el sentido de la produccién de los efectos normativamente perseguidos y la evitacién de los normati-
vamente no queridos y, por tanto, de la realizacién correcta y efectiva del interés general.

>

En el 4mbito del Derecho urbanistico es claro, por ejemplo, que la supresién de la intervencién previa
mediante licencia para determinadas actuaciones o el recurso a la ficcién del otorgamiento de la licencia
como efecto del llamado silencio positivo implican riesgos para la garantia efectiva del interés general.
Un ejemplo de libro y plena actualidad en nuestro Derecho lo proporciona la criminalizacién de conduc-
tas transgresoras de la ordenacién administrativa de la circulacién con vehiculos de motor.

Como bien apunta W. HOFFMANN-RIEM (op. cit., en nota 10) el proceso de criminalizacién es propicia-
do también por la Unién Europea. Pues el Derecho comunitario, de un lado, promueve desregulaciones
y privatizaciones que propician el recurso al Derecho penal como instrumento de direccién social y, de
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Ocurre que la criminalizacién de que aqui se trata es el resultado no tanto
de la consciente y reflexiva utilizacién del Derecho penal como «orden de re-
serva» para el Derecho administrativo, cuanto mds bien del desplazamiento y
la sustitucién de los mecanismos administrativos por los penales'® casi en situa-
cién material de estado de necesidad para responder adecuadamente al clamor
social revelador del déficit de legitimacién generado por el déficit de eficacia de
la accién administrativa y de su especifico control judicial. En los casos de
mayor gravedad causantes de alarma social nada hay que objetar a tal modo de
proceder en la medida de la clara existencia de conductas desbordantes del ili-
cito administrativo para alcanzar de lleno el terreno del ilicito penal. Es pre-
ocupante, sin embargo, la tendencia no ya a su consolidacién', sino a la con-
versién en respuesta primaria y ordinaria frente a cualesquiera supuestas
irregularidades urbanisticas sobre la base de un activismo del juez penal movi-
do por el estado coyuntural de la opinién publica. Y lo es por cuanto ésta im-
plica la superposicién indiscriminada, sobre la base de tipos en blanco, de la
frontera del ilicito penal a la del ilicito administrativo en una materia de ges-
tién tan compleja —técnica, politica, econdmica y socialmente— como la de la
ordenacién territorial y urbanistica, que comporta el riesgo de hacer indebida-
mente del juez penal juez paralelo (al contencioso-administrativo) de la correc-
cién de la definicién del bien comun (el interés general), con distorsién grave
de la relacién entre los dos ordenamientos parciales (el Derecho administrativo
y el penal) y los 6rdenes jurisdiccionales encargados de su aplicacién (el con-
tencioso-administrativo y el penal); distorsién que, forzosamente, ha de acabar
repercutiendo sobre las condiciones de formulacién, gestién, ejecucidn, disci-
plina y control de la politica administrativa de ordenacidn territorial y urbanis-
tica y, en definitiva, produciendo consecuencias estructurales negativas en la
l6gica propia, de extrema complejidad, de ésta.

II. LA PERTINENCIA E, INCLUSO, NECESIDAD, AUNQUE
INSUFICIENCIA, DE UNA NUEVA LEY RENOVADORA
DEL MARCO ESTATAL DE LA POLITICA DE ORDENACION
TERRITORIAL Y URBANISTICA

La enfermedad que padece nuestro urbanismo no tiene, pues, cardcter
leve y, lo que es mds importante, su curso es complejo, por lo que la sanacién

otro lado, requiere en muchos casos de los Estados miembros que aseguren la efectividad de las normas
sustantivas con sanciones penales. Esto dltimo trae causa probablemente de la falta de homogeneidad del
Derecho administrativo de ejecucién forzosa. Asf, un Derecho nacional central como el francés descono-
ce la posibilidad de la autotitulacién de la Administracion a tal efecto y confia basicamente en la sancién
penal de las conductas.

Que han podido apoyarse en el proceso de criminalizacién iniciado por el legislador en 1995 con la inclu-
sién en el Cédigo penal de los delitos —tipos en blanco, cuya integracién precisa de las normas administra-
tivas— contra la ordenacién del territorio y la proteccién del patrimonio histérico y del medio ambiente.
En si misma positiva.
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no puede esperarse sin mds del entre nosotros tan socorrido recurso a la mera
y reactiva reforma legal. Esto, que es cierto con cardcter general, lo es mucho
mids en la ordenacién territorial y el urbanismo, cuya regulacién exige un com-
plejo concurso de legisladores como consecuencia de nuestra cada vez mds in-
trincada distribucién territorial de competencias. La posicién del legislador
estatal, en particular, es todo menos facilitadora de la efectividad de su respon-
sabilidad y el cumplimiento de su tarea, sujeto como estd a serias limitaciones
por razén competencial. Pero, por lo ya dicho, el remedio legal y, concretamen-
te, el estatal es, adn siendo insuficiente, presupuesto imprescindible de la refac-
cién ya apuntada como necesaria, la cual para ser plena y efectiva ha de prolon-
garse atn en el plano de la legislacién de ordenacién territorial y urbanistica,
de responsabilidad de las Comunidades Auténomas, y, sobre todo, en el de la
actuacién administrativa de planificacién y gestién, en la cual la responsabili-
dad se comparte por las Administraciones de aquéllas y los Municipios.

El texto legal aprobado por el legislador estatal a finales de mayo de 2007
persigue, en efecto y cumpliendo la funcién que corresponde al legislador ge-
neral, sentar sobre fundamento constitucional sélido las bases minimas indis-
pensables para el saneamiento y la eficacia de la «politica de politicas» que debe
asegurar la utilizacion del suelo conforme al interés general® y la subordina-
cién a éste’’ de toda la riqueza, en sus distintas formas y sea cual sea su titula-
ridad. Y lo hace, centrdndose en el diagndstico de los graves problemas existen-
tes y huyendo de la dindmica meramente reactiva de que ha estado preso dicho
legislador durante mds de década y media, es decir, aspirando a estabilizar el
marco legal sin innecesaria perturbacién de la legislacién autonémica ya exis-
tente.

Y de verdadero saneamiento se trata, pues la situacién actual se resume en
un serio trastocamiento del orden constitucional y un lacerante contraste entre
la realidad que éste promete y la que ha de padecer diariamente el ciudadano
sin horizonte plausible de cambio a mejor. Porque el urbanismo real no garan-
tiza de suyo, en la forma en que ha venido desarrolldndose en los tltimos afos,
la definicién y realizacidn correctas del interés general desde la idénea ponde-
racién de los intereses puiblicos y privados que es inexcusable para la utilizacién
racional de los recursos naturales y, en particular, del suelo al servicio de los
valores constitucionales.

Desde el punto de vista de la politica legislativa no puede desconocerse la
parte de responsabilidad que deba atribuirse en ello a la mutacién que en el
urbanismo actual ha inducido, operando sobre defectos congénitos de su acta
de nacimiento de 1956, la consagracién por la sedicente liberalizacién del sue-
lo operada en 1996/98 del «derecho [del propietario; mds bien de «la propie-

dad»] a la transformacién» del mismo. Pues la f6rmula «liberalizadora» emplea-

Conforme ordena el articulo 47 CE y como parte de la utilizacién racional del territorio que, conforme
al articulo 45.2 CE, es presupuesto del medio ambiente adecuado para el desarrollo de la persona del que
habla el nimero 1 de este dltimo precepto constitucional.

21 Como ordena el articulo 128.1 CE.
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da ha acabado por consolidar, objetivamente y en la prictica, un fenémeno de
singular, generalizada y extempordnea accesién invertida: la compleja y protei-
ca riqueza colectiva que representa el hecho urbano (basada en el llamado
«aprovechamiento urbanistico» asignado por el plan) sigue, ya desde el mo-
mento de su simple previsién objetiva, la suerte de los derechos sobre el suelo,
patrimonializdndose y, por tanto,»privatizindose» sin otro titulo que su mera
previsidn, pero —eso si— como virtualidad generadora de claros efectos actuales
(como acredita el precio del suelo simplemente clasificado, pero ain no trans-
formado, sea mediante la urbanizacién, sea mediante la edificacién). El resul-
tado: la pérdida por la ordenacién territorial y urbanistica de su funcién estruc-
turante y equilibradora de valores y bienes constitucionales en favor de un
papel sectorial econémico, centrado en el ciclo urbanizacién-edificacién y al
servicio de la explotacién de la aludida riqueza bajo criterios mercantil-finan-
cieros, para fabricar y comercializar una ciudad entendida como suma y com-
binacién de ofertas inmobiliarias. Y ello conforme a la légica general del mer-
cado, que, al encontrar tnicamente limites externos y éstos cada vez mds
burocriticos y de menor entidad valorativa, la insensibilizan para las exigentes
caracteristicas especificas del fenémeno urbano, de la ciudad. El ejemplo com-
parado e, incluso, comunitario-europeo, y las consecuencias empiricas, ya su-
ficientes, de nuestra férmula liberalizadora, acreditan de forma abrumadora
que la tarea de que aqui se trata no puede encomendarse sin mds, «desregulan-
do», al mercado. El mercado es ciertamente un instrumento indispensable en
la satisfaccién de las necesidades sociales, pero, como todo instrumento, por
muy idéneo, eficaz e importante que sea, tiene sus limitaciones y no sirve tam-
poco, al menos no de igual manera, para todo. Y su empleo en modo alguno
legitima un desarrollo que prima unos valores y bienes constitucionales —los
del orden econédmico— respecto de otros —los del orden medioambiental- en
términos dificilmente justificables desde el orden constitucional como un todo.
Sencillamente porque las esenciales dimensiones valorativas del urbanismo,
que son de porte constitucional, y las caracteristicas del suelo, impiden confiar
la definicién de la convivencia sobre el territorio al mero resultado del libre
juego de las fuerzas que operan en el mercado y desde luego prescindir de la
regulacién precisa para corregir las disfunciones que sufre en su aplicacién al
suelo y que se manifiestan fundamentalmente en la internalizacién indebida de
plusvalias (en terminologfa econdémica: verdaderos «windfall profits») y la ex-
ternalizacién no menos indebida de consecuencias negativas graves, con dema-
siada frecuencia dificilmente reversibles.

La intervencidn del legislador estatal era indispensable, pues, a los efectos de
la procedente «resintonizacién» constitucional que sélo el podia operar en térmi-
nos de colocacién del ordenamiento determinante para la ordenacién territorial
y urbanistica sobre cimientos ajustados al orden constitucional cuya realizacién
ésta debe asegurar; orden hoy complejo, por incorporar materialmente —junto a
nuestra Constitucién— el Derecho originario de la Unién Europea.

En este punto, es clave, la resituacién del interés general en su contexto
constitucional obligado. El interés general que el constituyente ordena perse-
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guir en la regulacién del suelo y la accién con impacto territorial o de ordena-
cién territorial y urbanistica de los poderes publicos procuradora de la calidad
de vida, no es otro que la utilizacién racional de los recursos naturales en tanto
que presupuesto de un medio ambiente —natural y urbano— adecuado al desa-
rrollo de la persona. De donde se sigue que atin siendo la ordenacién territorial
y, en particular, el urbanismo, al igual que, por ejemplo, la proteccion de la
naturaleza, materia con perfil propio, estd integrada en la del medio ambiente.
Sélo desde esta Sptica, es decir, dotado de su carga valorativa constitucional,
deja el interés general de ser, una cldusula en blanco abierta a derivas urbanis-
ticas multiples, incluso arbitrarias, en un Estado democritico y social de Dere-
cho caracterizado por el mandato de promocién de las condiciones de integra-
cién en libertad e igualdad. En la sociedad actual es clara la vulnerabilidad de
la situacién del individuo y su recrecida dependencia de condiciones de solida-
ridad para la igualdad propiciadora del libre desarrollo de la personalidad.

El valor-gufa dltimo de la ordenacién del territorio y el urbanismo es, por
todo ello, el que otorga fundamento al entero orden constitucional: la libertad;
libertad que, requiriendo la optimizacién del conjunto de derechos y deberes
de todos (y no sélo de los llamados fundamentales), al propio tiempo que re-
mite al estatuto del ciudadano, impone, por ello mismo, la perspectiva armo-
nizadora de los érdenes econémico-social y medioambiental. La ordenacién
territorial y urbanistica debe estar, pues, al servicio de la persona en su doble e
inescindible dimensién individual y social y de modo directo, no intermediado
y postergado por el sistema econémico.

Esta finalidad de resintonizacién con el orden constitucional involucra
necesariamente la doble dimensién sustantiva y competencial de éste. Su pro-
cedencia deriva de la limitacién hasta ahora del debate territorial-urbanistico
de porte constitucional a la clarificacién de competencias puestas previamente
en juego para sostener normas legales ya dictadas. Y lo cierto es que la ausencia
de contradiccién frontal con la Constitucién ha venido permitiendo la super-
vivencia de un sistema legal preconstitucional con marcada tendencia a la au-
tosuficiencia, cuyas reformas a escala nacional y modulaciones a escala autond-
mica han podido realizarse —legitimando la relativa independencia de las
técnicas urbanisticas empleadas— al margen de la cuestién decisiva de la idonei-
dad para el desarrollo constitucional.

Se entiende asi el objeto de la Ley estatal de suelo 8/2007, de 28 de mayo
(en adelante, LeS), en el que luce el cambio de perspectiva y su pleno ajuste
competencial®. El fin tradicional de la ordenacién territorial y urbanistica —el
bienestar de la poblacién— debe descansar en la optimizacién, en la dimensién

2 En funcién de ese objeto estdn los titulos competenciales invocados: los consignados en el articulo 149.1
CE, en sus puntos 1.° (condiciones bdsicas de la igualdad en el ejercicio de los derechos y del cumplimien-
to de los correspondientes deberes constitucionales), 8.° (legislacién civil), 13.° (bases de la planificacién
general de la actividad econémica), 18.° (bases del régimen de las Administraciones publicas; expropia-
cién forzosa y sistema de responsabilidad de las Administraciones publicas) y 23.° (bases del medio am-
biente), asf como también, marginalmente, 4.° (defensa). Véanse el articulo 1 y la disposicién final pri-
mera LeS.
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espacial, del estatuto constitucional de derechos y deberes de todos a partir del
soporte minimo comdn integrado por las condiciones bdsicas garantes de la
igualdad en el ejercicio y el cumplimiento de unos y otros garantizado por el
legislador general. Y para ello, éste ha de fijar, ademds y como efectivamente
hace, el correspondiente régimen juridico bésico —armonizador de los requeri-
mientos de la economfa y el medio ambiente— del recurso natural suelo, junto
con las reglas de la valoracién de los derechos sobre éste y las de la responsabi-
lidad patrimonial que pueda resultar de la accién urbanistica de los entes pu-
blicos.

Procede asi ya analizar la contribucién concreta de LeS a la ya apuntada
como necesaria refaccién de la politica territorial y urbanistica.

III. EL MARCO ESTATAL Y SU CONTRIBUCION
A LA SUPERACION DE LAS DISFUNCIONES QUE VIENE
PADECIENDO LA ORDENACION TERRITORIAL
Y URBANISTICA

3.1. La «reorientacion» de la politica piiblica «territorial»

Lo primero que procura la LeS, como condicién misma para la definicién
del marco sustantivo y organizativo del desarrollo constitucional, es la cohe-
rencia de la accién de los poderes publicos. De ahi que establezca la vincula-
cién de todas las politicas publicas territoriales o con repercusién o relevancia
territorial™ a un fin comdn —justamente el de la utilizacién del suelo conforme
al interés general— capaz de dotarles de la aludida coherencia no obstante su
servicialidad a fines propios especificos (los precisados, de cada vez, por la co-
rrespondiente legislacién: sectorial o de ordenacién territorial y urbanistica).
Se trata de una prescripcién fundamental para la superacién —en el momento
dindmico de funcionamiento del complejo sistema de Administraciones publi-
cas propio del Estado de las autonomias— de la pluralidad de programas nor-
mativos, competencias administrativas al servicio de éstos y Administraciones
ejecutoras que confluyen en la ocupacién y la utilizacién del suelo, en una
politica publica objetivamente al servicio del orden sustantivo constitucional.
Tal cual viene exigiendo, sin mucho éxito, la doctrina del Tribunal Constitu-
cional. Esa capital prescripcién legal debe suponer la revitalizacién de la tras-
cendencia juridica —incluso y especialmente en el plano de la validez de las
actuaciones procedimentales y de las decisiones administrativas correspondien-
tes— del cédigo de funcionamiento del Estado autonémico presidido por la
lealtad institucional y articulado sobre los principios de colaboracién desarro-
llada en términos de cooperacién y coordinacién (con paralela revitalizacidn,
en el procedimiento de aprobacién de los instrumentos de ordenacién territo-

» Las que el articulo 2.1 LeS identifica como «politicas ptblicas relativas a la regulacién, ordenacién, ocu-
pacién, transformacién y uso del suelo».
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rial y urbanistica, del trdmite de consultas o emisién de informes entre Admi-
nistraciones; trdmite?* hasta ahora descuidado como tal, en su repercusién so-
bre la resolucién final y, por tanto, en el control judicial de la legalidad de ésta).
Pues el fin comun ahora enfatizado: i) excluye cualquier intento de absolutiza-
cion tanto por las legislaciones sectoriales (estatales o autonémicas), como por
la legislacién de ordenacidn territorial y urbanistica, de sus respectivos fines
propios (y, por tanto, también de las competencias atribuidas para su ejecu-
cién); ii) impone la consecuente correcta integracién de la normativa que re-
clame aplicacién en todo proceso planificador; iii) exige la interpretacién de
dicha normativa en el sentido méds conforme con él; y iv) demanda, mas que
permite, el control de las actuaciones procedimentales y las decisiones de orde-
nacién territorial y urbanistica desde la perspectiva de la suficiencia y la idonei-
dad del intercambio de informacién entre las Administraciones con competen-
cias afectadas por dicha ordenacién y la suficiente y adecuada ponderacién, en
el seno de la formulacién de ésta, de los intereses puiblicos diversos que pugnan
por materializarse sobre superficies concretas y hacer prevalecer (sobre otros)
los usos que comportan. Pues la definicién del interés general que se plasme
finalmente como tal ordenacién no puede ser otro que el que mejor sirva a
dicho fin comun. La efectividad de éste no es mero trasunto de la voluntad del
legislador ordinario estatal, es exigencia de la combinacién de la naturaleza de
las cosas (el cardcter escaso e irreproducible del suelo natural, incluso desde la
perspectiva del metro cuadrado, y, por tanto, de su uso) con los principios
constitucionales de regulacién del suelo conforme al interés general sobre la
base de la utilizacién racional de los recursos naturales (arts. 45.2 y 47 CE) y la
subordinacién de toda la riqueza a dicho interés general (art. 128.1 CE).

Esta determinacién legal capital aparece flanqueada por otras que la re-
fuerzan; en particular, las de exigencia de motivacion del ejercicio de la potes-
tad de ordenacién territorial y urbanistica (art. 3.1, parr. 2.* LeS) y de imposi-
cién de determinados informes con el cardcter de determinantes e, incluso,
vinculantes en los procedimientos de aprobacién de instrumentos de ordena-
cién territorial y urbanistica®.

3.2. La calidad de vida del ciudadano como nuevo enfoque; sus consecuencias
para la ordenacion territorial y urbanistica

El destinatario de la configuracién del espacio territorial y, por tanto, de
la ordenacidn territorial y urbanistica pasa a ser ahora ademds, lo que supone
un giro importante, el ciudadano en cuanto tal, aunque también el cualificado,
en su caso, como propietario de suelo y eventualmente como empresario. En el
titulo I de la LeS se establece, por ello, un novedoso estatuto de derechos y

% Del articulo 15.3 LeS se deduce la preceptividad y trascendencia del trdmite o fase de consultas sobre los
instrumentos de ordenacién cuando éstos contemplan actuaciones de urbanizacién.
» Son los previstos en el articulo 15.3 y en la disposicién adicional 2.* LeS.
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deberes del ciudadano en términos de condiciones bésicas garantes —en la di-
mensién espacial de la convivencia— de la igualdad en el ejercicio de los dere-
chos (todos ellos, incluidos desde luego el de libre empresa y el de propiedad)
y el cumplimiento de los deberes constitucionales?. Obvio resulta decir que
estas condiciones bésicas comprometen la accién de los poderes publicos y, en
particular, la de los competentes en materia de ordenacién territorial y urbanis-
tica, en su realizacién efectiva. Y ello, en los términos del estatuto constitucio-
nal del Estado social administrativo, que no son otros que los que resultan de
los deberes de accién impuestos a éste por el articulo 9.2 CE y el principio de
eficacia a que, segun el articulo 103.1 CE, debe responder toda la actuacién de
la Administracién publica servidora del interés general. En modo alguno pue-
de minusvalorarse, pues, la trascendencia de tal concrecién legal del compro-
miso constitucional. Debe destacarse en todo caso que, en punto al problema
social de la vivienda (ligada ésta al derecho de disfrute de un domicilio adecua-
do), la comentada perspectiva legal aparece complementada —desde la ptica
de la actuacién del poder puablico para hacer efectivas las condiciones bdsicas
estatales— por medidas no menos importantes para asegurar el rigor, la eficacia
y la efectividad de la gestién publica: i) la vinculacién bésica de los patrimonios
publicos de suelo obtenidos en virtud de la recuperacién de plusvalias a la re-
gulacién del precio del suelo, la obtencién de reservas de suelo para actuaciones
de iniciativa pablica y la facilitacién de la ejecucién de la ordenacién territorial
y urbanistica, debiendo destinarse los bienes que los integren a la construccién

% Puede en principio llamar la atencién, dada la dimensién politico-social del problema, la ausencia, junto

al derecho al disfrute de vivienda adecuada, de referencia al derecho de acceso a tal vivienda. La norma
legal estatal estd aqui muy lejos de desfallecer frente a la dificultad que, por sus caracteristicas, presenta
este dltimo derecho, que, siendo un verdadero derecho constitucional, precisa empero la intermediacién
del legislador ordinario para ser efectivo (como resulta, sin més, del art. 53.3 CE). Atendiendo al proble-
ma social existente, el legislador general cumple en este punto su funcién imponiendo también una
condicidén bésica: la reserva para viviendas con finalidad social, pero que, por su objeto, forzosamente ha
de ser dirigida al legislador autonémico para que éste opere a partir de ella a la hora de configurar sus
politicas urbanistica y de vivienda. La condicién bésica de garantia de la igualdad en el ejercicio efectivo
del derecho sélo puede formularse asf, en sede del ordenamiento general, en términos de deber de los
poderes puiblicos competentes para establecer la ordenacién territorial y urbanistica de forma que, aun
respondiendo a sus propias opciones, respete el principio comun de reserva de una parte proporcionada
(con un minimo flexible en todo caso) a vivienda sujeta a algtin régimen de proteccién publica que, al
menos, permita establecer su precio méximo en venta, alquiler u otras formas de acceso a la vivienda
(como el derecho de superficie o la concesién administrativa).
De acuerdo con el articulo 10, b) de la Ley estatal comentada la determinacién de la reserva de suelo para
vivienda de este tipo corresponde en principio a la legislacién de ordenacién territorial y urbanistica au-
tondémica o, de conformidad con ella, a los instrumentos de ordenacién que prevea. Pero tiene un mini-
mo: los terrenos precisos para realizar el 30% de la edificabilidad residencial prevista por la ordenacién
urbanistica en el suelo que vaya a ser incluido en actuaciones de urbanizacién. Este minimo puede, sin
embargo, ser excepcionado —a la baja— por la legislacién de ordenacién territorial y urbanistica para de-
terminados Municipios o actuaciones de nueva urbanizacién, siempre que, cuando se trate de actuaciones
de nueva urbanizacién, se garantice en el instrumento de ordenacién el cumplimiento integro de la reser-
va dentro de su 4mbito territorial de aplicacién y una distribucién de su localizacién respetuosa con el
principio de cohesién social.
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de viviendas sujetas a un régimen de proteccién publica, asi como, en su caso,
a otros usos de interés social”; ii) la introduccién de las técnicas de la venta y
la sustitucién forzosas del propietario para hacer efectivo el destino de suelo
urbanizado conforme a su funcién social (con la garantia al propietario del
minimo del 50% del valor de su suelo)?; y ii) finalmente, pero no en dltimo
lugar, la regulacién completa y en términos atractivos del derecho de superficie
(con un periodo de vida de hasta 99 afos)®. A lo que debe sumarse, en el con-
texto del estatuto del ciudadano cualificado como propietario, la clarificacién

y actualizacién de las garantias de la reversion y la retasacion®.

3.3. La determinacion de un cuadro de principios y criterios directivos
del proceso de regulacion del suelo conforme al interés general

El fin comun de todas las politicas publicas de regulacién, ordenacién,
ocupacidn, trasformacién y uso del suelo —la utilizacién de éste conforme al
interés general— comporta que tal utilizacién debe producirse segtin el princi-
pio de desarrollo sostenible®’. Esta prescripcién conecta por si misma el proce-
so de ordenacién del territorio y el suelo a los requerimientos inherentes a tal
principio, tal como éste es interpretado y aplicado en el Derecho ambiental,
pero precisando en todo caso que en virtud de dicho principio las referidas
politicas publicas deben propiciar el uso racional de los recursos naturales®*:

— En primer lugar, armonizando los requerimientos, entre otros, de la
economia, el empleo, la cohesién social, la igualdad de trato y de
oportunidades entre mujeres y hombres, la salud y la seguridad de las
personas y la proteccién del medio ambiente®.

— En segundo lugar, contribuyendo a la prevencién y reduccién de la
contaminacion.

— Y, en tercer lugar, procurando, en particular, la eficacia de la protec-
cién de la naturaleza (flora y fauna), el paisaje y el patrimonio cultu-
ral; la proteccién, adecuada a su cardcter, del medio rural y la preser-
vacién de los valores del suelo innecesario o inidéneo para atender
las necesidades de transformacién urbanistica; y un medio urbano
con ocupacién eficiente del suelo, suficiente dotacién con las infra-

¥ Articulos 33 y 34 LeS.
% Articulos 31 y 32 LeS.
» Articulos 35 y 36 LeS.
3 Articulo 29 LeS.

3! Las prescripciones directivas subsiguientes se entienden sin perjuicio de la adaptacién de su persecucién
a las peculiaridades que resulten del modelo territorial adoptado en cada caso por los poderes publicos
competentes en materia de ordenacién territorial y urbanistica.

32 Articulo 2.2 LeS.

33 Exigencia, que conecta con la exigencia, ya comentada, de determinacién y ponderacién suficientes y

adecuadas de todos los intereses publicos (demds de los privados) que se hagan presentes en cada caso.
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estructuras y los servicios que le son propios y con funcional combi-
nacién de los usos efectivamente implantados (cuando cumplan una
funcién social).

La conexién del principio de desarrollo sostenible con el de la utilizaciéon
racional de todos los recursos naturales determina la superacién de la indepen-
dizacién artificial de la gestidén del suelo y la insercién de ésta en la del conjun-
to de los recursos naturales. Lo que se traduce en importantes consecuencias,
sobre todo por lo que hace a la gestion de un recurso tan importante en un pais
de las caracteristicas del nuestro como el del agua. De esta suerte, la vincula-
cién de la accién de los poderes publicos (en particular la de regulacién del uso
del suelo) al expresado fin comtin y su concrecién ulterior en las directrices
expuestas comporta, en particular, las siguientes medidas derechamente dirigi-
das a asegurar la plena correccién del ejercicio de la potestad de ordenacién
territorial y urbanistica:

1.2

La equiparacién de las previsiones referidas, de un lado, a la atribucién
al suelo de un destino que posibilite el paso de la situacién de suelo
rural a la de suelo urbanizado, y, de otro lado, a la preservacién de la
urbanizacién del restante que esté en dicha situacién de suelo rural
(art. 10, a LeS).

La obligada atencidn, en la ordenacién de los usos, al principio —entre
otros— de la garantia del suministro de agua (art. 10, ¢ LeS).

El establecimiento de un limite determinado por remisién al régimen
de proteccién o policia del dominio publico: la preceptividad de la
inclusién de los terrenos sujetos a dicho régimen en la situacién de
suelo rural (art. 12.2, a LeS).

El condicionamiento de la alteracién de la delimitacién de espacios
naturales protegidos o de los espacios incluidos en la red natura 2000
(con reduccién de su superficie o exclusién de terrenos de ellos) al
criterio cientifico, es decir, a la comprobacién —con método cientifico
adecuado— del cambio, por evolucién natural, del estado de dichos
espacios que justifique tal alteracién (art. 13.4, pérr. 2.° LeS); asi como
el mantenimiento del destino forestal de los terrenos de este cardcter
incendiados, al menos por el plazo fijado en el articulo 50 de la Ley de
Montes y sin perjuicio de las excepciones por ésta previstas (disp. ad.
6.2 LeS).

El sometimiento de los instrumentos de ordenacién territorial y urba-
nistica (referidos a actuaciones de urbanizacidn, es decir, de transfor-
macién del suelo) no sélo a informe de sostenibilidad ambiental (sin
perjuicio de la evaluacién asimismo ambiental de los proyectos de eje-
cucién), sino —en la fase procedimental de consultas— a informe de la
Administracién del agua sobre la existencia de los recursos hidricos
necesarios para satisfacer las nuevas demandas y la proteccién del do-
minio publico hidrdulico (art. 15.3 LeS).
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5.* La introduccién de un informe de seguimiento de las actividad de
ejecucién urbanistica, que ha de considerar, como minimo y ademds
de la econémica, la sostenibilidad ambiental; informe, que se contem-
pla como obligatorio en los Municipios que deban contar con Junta
de Gobierno Local y en los demds que determine la legislacién de or-
denacidn territorial y urbanistica (art. 15.4 LeS).

6.* La preceptividad de la fijacién por la legislacién urbanistica del um-
bral en el que el impacto de una actuacién urbanizadora obliga al
ejercicio de forma plena de la potestad de ordenacién del Municipio o
del 4mbito superior en el que se integre la actuacién por trascender los
efectos generados en el medio ambiente el dmbito propio de la misma
(art. 15.6 LeS*).

7.* La inclusién de las obras de potabilizacién, suministro y depuraciéon
de agua requeridas por la legislacién pertinente entre las obras de ur-
banizacién y las infraestructuras de costeamiento y ejecuciéon obliga-
torios en las actuaciones urbanizadoras (art. 16.1, c LeS).

El impacto de estas medidas sobre el rigor en el ejercicio de la potestad de
ordenacidn territorial y urbanistica es, de suyo, evidente, pero lucen atin mis si
se ponen en relacién con:

— El traslado de la competencia de aprobacién de todos los instrumen-
tos de ordenacién urbanistica (cuando sea municipal), tanto de la ini-
cial —lo que es significativo, ya que en ella se produce la primera asun-
cién municipal de la iniciativa de ordenacién— como de la final, al
Pleno municipal (disposicién adicional 9.* LeS, que modifica el art.
22.2 de la Ley bésica de régimen local), rectificando asi enérgicamen-
te el proceso de traslado del centro de gravedad de la toma de decisio-
nes en la materia —en la Administracién municipal- a los érganos
ejecutivos desarrollado hasta entonces por el legislador, en sede funda-
mentalmente de la legislacién bésica de régimen local.

— La exigencia, ya comentada, de motivacién del ejercicio de la potestad
de planeamiento, con expresién del interés general al que sirve (art.
3.1, pérr. 2.° LeS), cuya trascendencia para asegurar no sélo la serie-
dad del proceso decisional administrativo, sino la plenitud y la efecti-
vidad del control judicial de éste, no es precisamente dificil de apre-
ciar.

3 La disposicién transitoria cuarta (relativa a «criterios minimos de sostenibilidad») determina que, si trans-
currido un afio desde la entrada en vigor del nuevo texto legal, la legislacién sobre ordenacién territorial
y urbanistica no hubiera fijado el umbral a que se ha hecho alusién en el texto, toda innovacién de la
ordenacién establecida deberd realizarse en ejercicio pleno de la potestad de planeamiento cuando la ac-
tuacién conlleve, por sf misma o en unién de las aprobadas en los dos tltimos afios, un incremento supe-
rior al veinte por ciento de la poblacién o de la supetficie del suelo urbanizado del Municipio o 4mbito
territorial.
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A todo lo anterior, que en modo alguno obstaculiza, como la LeS se encar-
ga de advertir, el desarrollo de modelos territoriales diferenciados por las ins-
tancias territoriales competentes, se afade adin la imposicién a los poderes pu-
blicos del deber de promover la realidad y efectividad del estatuto ciudadano
enunciado en sus condiciones bésicas mediante medidas de ordenacién territo-
rial y urbanistica que procedan para asegurar: i) un resultado equilibrado en la
ocupacion y la transformacion del suelo, operando al efecto ii) bien favoreciendo,
iii) bien conteniendo, segin proceda, los correspondientes procesos de ocupacion
y transformacion del suelo®.

Con esta prescripcién finalista o de resultado se va cerrando todo un cé-
digo estimativo y directivo del proceso decisional de ordenacién del territorio
y el suelo, que —presidido por el principio de desarrollo sostenible— se ultima
con la desagregacién de las directivas principiales hasta aqui expuestas en crite-
rios bésicos para la accidn de los poderes puiblicos precisa para la efectividad del
estatuto de la ciudadania, que depende obviamente de tal accién. Tales crite-
rios bésicos se fijan desde la dptica del régimen del suelo, se articulan como
deberes de las instancias competentes y son los siguientes®:

1.° La atribucién al suelo en la ordenacién territorial y urbanistica de un
destino que, o bien comporte o posibilite el paso de la situacién bdsi-
ca de suelo rural a la de suelo urbanizado, mediante la urbanizacién,
a las superficies estrictamente precisas para satisfacer las necesidades
que lo justifiquen, impidiendo la especulacién con él; o bien implique
(en el caso del resto del suelo rural) la preservacién del proceso de
urbanizacion.
Lo que significa: la vinculacién del suelo a su transformacién urbanis-
tica Unicamente para satisfacer necesidades reales, preservando el resto
de la urbanizacién. Es clara, pues, la finalidad de correccién enérgica
del fenémeno de la clasificacién desproporcionada de suelo para posi-
bilitar su destino final urbano. Ataque a este tipo de clasificacién que,
en cuanto clave del urbanismo «descontrolado» o «desbocado» —a su
vez caldo de cultivo posibilitador del cdncer de la corrupcién—, lo es
también, y frontalmente, a uno y otra, al propio tiempo que supone la
reintegracion de nuestro modelo territorial de espacio social al comin
europeo (tal como éste se ha ido explicitando en las declaraciones con-
juntas de los Ministros competentes en la materia de los Estados de la
Unién Europea, la dltima vez en su reunién de Leipzig).

2.° El destino de suelo adecuado y suficiente a los usos pertinentes [pro-
ductivos y residenciales, en especial (y en la proporcién debida) el de
vivienda sujeto a régimen adecuado para hacer efectivo el derecho a

3 Articulo 2.3 LeS, aclarando, eso si, que el suelo vinculado a un uso residencial por la ordenacién territo-
rial y urbanistica estd al servicio de la efectividad del derecho a disfrutar de una vivienda digna y adecua-
da, en los términos que disponga la legislacién en la materia.

3 Articulo 10.
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ella], ordenando tales usos con arreglo a los principios de: i) accesibi-
lidad universal; ii) igualdad de trato y oportunidades entre mujeres y
hombres; iii) movilidad; iv) eficiencia energética; v) garantia de sumi-
nistro de agua; vi) prevencién de riesgos naturales y accidentes graves;
vii) prevencién y proteccion contra la contaminacién y limitacién de
sus consecuencias para la salud o el medio ambiente.

3.4. La «restitucion a su ser» de la ordenacion territorial y urbanistica
y sus efectos sobre el régimen de la ordenacion territorial y urbanistica
y la valoracién del suelo

La eficacia de la guia por el cuadro estimativo expuesto del proceso deci-
sional conducente a la ordenacidn territorial y urbanistica se complementa con
la recuperacién de la economia para ésta prevista por el orden constitucional,
hoy alterada por un pronunciado y desnaturalizador escoramiento del lado del
proceso de transformacién urbanistica mediante la urbanizacién. Aquella or-
denacién es ante todo, por mandato constitucional, regulacién y, por tanto,
intervencién o policia administrativa especifica del uso del suelo, cumplida
sobre la ponderacién del interés general y de los intereses privados. Su objeto
principal es la regulacién de la utilizacién, es decir, el uso, disfrute y disposi-
cién del suelo por quien esté legitimado para ello y segin el destino que se le
atribuya. Por ello mismo se traduce en la delimitacién del contenido en facul-
tades y deberes de la propiedad del suelo conforme, en su caso, a la organiza-
cién juridico-privada de su apropiacién privada en términos ya de fincas o
parcelas, es decir, terrenos concretos; delimitacién que, por ser tal, es decir, por
diferenciada de la expropiacién, no origina derecho a indemnizacién alguna.
Sélo cuando la efectividad de esa regulacién dependa de la transformacién
previa del suelo (con inevitable incidencia, en términos de sacrificio o ablacién,
de los derechos referidos a fincas o parcelas, es decir, terrenos concretos) para
convertirlo en soporte idéneo de los destinos previstos comprende, ademds, el
necesario proceso de urbanizacién. Se comprende fécilmente, pues, la radical
diferencia de lo uno y lo otro?. Asi pues, en la LeS una cosa es el régimen ur-
banistico de la propiedad del suelo, consistente en una regulacién estatutaria,
es decir, objetiva, y otra diferente el régimen de la transformacién, en su caso
urbanizacién, del suelo.

% La utilizacién de bien real propio conforme a su destino urbanistico —que encuentra sus limites, ya por
razén fisica, en el bien o cosa mismos— es cuestién atinente al régimen de la propiedad, mientras que la
urbanizacion es ajena a esa légica, al ser una empresa que desborda cada una de las situaciones juridico—
privadas constituidas y, por tanto, el régimen de la propiedad, por tratarse de un fenémeno de alcance
colectivo referido a las condiciones técnicas, juridicas y econédmico-financieras de la produccién del tejido
urbano cuya creacidn es presupuesto de la aplicacién de la regulacion de usos prevista y que, por ello, sélo
se desencadena en los casos en que tal produccién sea necesaria y durante el periodo de tiempo en que
tenga lugar. La diferencia es en todo comparable a la que media, en la edificacidn, entre la construccién
(el proceso edificatorio) y el uso de la edificacién terminada (el edificio).
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La interrelacién entre estatuto de la ciudadania y criterios-deberes de la
accién de los poderes publicos s6lo puede tener lugar en el contexto de un
determinado régimen del suelo, que es abordado por el legislador estatal con
el obligado cardcter basico. Tal régimen se construye por entero sobre la nove-
dosa distincién a-urbanistica (al no prejuzgar la politica urbanistica, ni, por
tanto, la clasificacién del suelo, caso de que exista) de dos situaciones objetivas
en las que se entiende que se encuentra todo el suelo (se insiste: antes, al mar-
gen y en todo caso con independencia o sin perjuicio de su clasificacién urba-
nistica): la de suelo rural y la de suelo urbanizado; distincién de situaciones,
en la que ahora no es posible entrar, pero que estd en la base del marco estatal
considerado.

Importa ahora destacar que, adn siendo la determinacién del destino ur-
banistico de los terrenos cuestién de la ordenacién territorial y urbanistica, la
diferenciacién de las apuntadas situaciones permite:

a) Sentar el principio de que las determinaciones de edificabilidad de los
instrumentos de la ordenacién territorial y urbanistica pertenecen al
Derecho objetivo (expresan lo que éste simplemente permite, prohibe
u ordena), de modo que, por si misma, la mera previsién de la edifica-
bilidad no integra ésta en el contenido de las concretas situaciones
subjetivas dominicales®. De este principio deriva la consecuencia deci-
siva de que la integracién de tal contenido requiere la conversién de lo
ordenado o permitido en elemento patrimonializado de las referidas
situaciones, con cumplimiento de los deberes y levantamiento de las
cargas correspondientes. O dicho de otro modo: exige la transforma-
cién de la edificabilidad en edificacién (en su caso, previa urbaniza-
cién). Pues sélo lo real (por realizado), en modo alguno lo meramente
virtual (aunque previsto y ordenado) o posible (por permitido), ultima
una situacién subjetiva perfecta®, .

b) Efectuar un tratamiento independiente del régimen bésico de las ac-
tuaciones de transformacién urbanistica*. Lo que lleva a la clarifica-
cién y el giro decisivos de que los derechos y deberes hasta ahora erré-
neamente conceptuados de la propiedad del suelo pasan a ser los
basicos del régimen de las actuaciones de urbanizacién.

3

=

Articulo 7.2 LeS.

¥ De ahi que el inciso final del articulo 7.2 LeS disponga que la patrimonializacién de la edificabilidad se

<

produce tinicamente con su realizacién efectiva y estd condicionada en todo caso al cumplimiento de las
cargas propias del régimen que corresponda.

Y, ademds, de lo dicho, articular las condiciones bsicas de igualdad del estatuto de la propiedad de

5

todo el suelo con las bases del régimen objetivo del suelo que esté en la tinica situacién —la rural- en la
que son precisas por imperativo medioambiental; bases, que no van més alld de las ya tradicionales,
pero aseguran en todo caso el sometimiento de la utilizacién del suelo con valores objeto de proteccién
a la preservacién de los mismos. El régimen de la utilizacién del suelo rural se establece en el articu-
lo 13 LeS.

‘" Compdrense, de un lado, los articulos 7, 8 y 9 y, de otro, los articulos 14 y 16 LeS.
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El impacto clarificador y, por tanto, preventivo del riesgo tanto de la espe-
culacién con el suelo prohibida constitucionalmente, como de la desviacién en
el ¢jercicio de la potestad de planeamiento, es patente:

— De un lado, la separacién neta entre i) ordenacién como regulacién
objetiva de la utilizacién del suelo susceptible de directa aplicacién en
actos concretos de edificacién y ii) ejecucién de las actuaciones de
transformacién del suelo como operacién precisa para la conversién
de superficies de suelo en unidades idéneas para servir de soporte fisi-
co a actos edificatorios en aplicacién de la referida ordenacion, condu-
ce a la paralela nitida separacién —a efectos de la participacién de suje-
tos privados en la politica de ordenacién territorial y urbanistica— entre
el establecimiento de ésta y su ejecucién. Y esta ultima separacién
permite la diferenciacién —segin su objeto— del régimen de los conve-
nios urbanisticos, causa también, éstos y en la prictica, de los proble-
mas que padece nuestro urbanismo. Con la consecuencia:

a) De la prohibicién de pactos o acuerdos vinculantes sobre los térmi-
nos de la ordenacién a establecer como resultado de la declaracién
legal como no susceptible de transaccién de la funcién publica de
ordenacién territorial y urbanistica®’. De suerte que, en lo sucesivo,
s6lo serdn legitimos los pactos o acuerdos contenidos en «convenios
de planeamiento» que claramente sean preparatorios y no vinculan-
tes de la decisién que deba recaer en el correspondiente procedi-
miento de aprobacién.

b) De la prohibicién de establecimiento, en los convenios o negocios
juridicos que el promotor de una actuacién de transformacién urba-
nistica celebre con la Administraciéon correspondiente, es decir, en
los llamados «convenios de ejecucién», de obligaciones o prestacio-
nes adicionales o mds gravosas que las que procedan legalmente en
perjuicio de los propietarios afectados, con prescripcién de la nuli-
dad de las cldusulas que contravengan tal prohibicién®.

— Y, de otro lado, la derivacién desde la ordenacidn territorial y urbanis-
tica como tal (regulacién objetiva) s6lo: bien la legitimacién de la eje-
cucién de actuaciones de transformacién del suelo (con la consecuen-
cia de la congelacién de todo acto edificatorio hasta la conclusién de
tal transformacién y la existencia, por tanto, de las unidades de suelo
aptas para tal tipo de actos), bien la directa posibilitacién de la edifi-

2 Declaracién que efecttia el articulo 3.1, inciso inicial, LeS y que concreta, haciendo uso de la remisién que
al efecto contiene, el régimen bdsico general de los actos administrativos consensuales establecido por el
articulo 88 de la ley 30/1992, de 26 de noviembre, de régimen juridico de las Administraciones publicas
y del procedimiento administrativo comun.

# Articulo 16.3 LeS.

69



Luciano Parejo Alfonso

cacién de suelo (cuando no es precisa para ello actuacién previa de
transformacién alguna). En el primer caso, las dnicas situaciones indi-
vidualizadas derivables de la ordenacién —incluso para a propiedad del
suelo— son, en el contexto de la ejecucién de la pertinente actuacién
transformadora, las que resultan del régimen de ésta. En el segundo,
por el contrario, puede operar directamente el ius aedificandi insito en
el derecho de propiedad, si bien en las condiciones y con el alcance (en
edificabilidad y uso) determinados por la ordenacién territorial y ur-
banistica aplicable. Pues de la mera aplicacién al caso de la ordenacién
objetiva se trata. De este modo la LeS sirve de puente entre la legisla-
cién civil y la ordenacién delimitadora de la funcién social del derecho
de propiedad por razén de urbanismo, dejando claro, ademds, que
s6lo la edificacién producto de la realizacién efectiva de la edificabili-
dad atribuida pasa a formar parte del contenido patrimonial de la si-
tuacién individualizada del propietario correspondiente. De donde se
sigue que la alteracién de la ordenacién territorial y urbanistica y, con
ella, de la mera edificabilidad (para uso o usos determinados) prevista
se inscribe en la regla de que la determinacién normativa del conteni-
do del derecho de propiedad no confiere por si misma derecho a exigir
indemnizacién*.

Toda la anterior construccién permite afrontar de manera novedosa y
consecuente, pero prudente y ponderada, finalmente y como cierre del esque-
ma preventivo de la especulacién constitucionalmente prohibida, la capital
cuestién de la valoracién de los derechos e intereses legitimos en cada momen-
to existentes en caso de expropiacién o de incidencia del poder publico deter-
minante de responsabilidad patrimonial. Pues la combinacién de la doble dife-
renciacién de las situaciones del suelo y de los regimenes de la propiedad y de
las actuaciones de transformacién urbanistica, sumada al principio clave de la
no patrimonializacién ex ante de la edificabilidad, conduce a:

1.°

La reafirmacién de la universalidad del régimen de valoraciones, que
pasa a regir ahora por igual no ya, como siempre, en la expropiacidn,
sino también en la venta o sustitucién forzosas y, sobre todo, en los
procesos de equitativa distribucién de beneficios y cargas en el curso
de la ejecucidn de los planes y en la responsabilidad patrimonial®. Se
consigue asi la plena efectividad del sistema constitucional de garantia
de la integridad patrimonial de los ciudadanos.

El ajuste de los criterios de valoracién del suelo al régimen bdsico de

la propiedad®.

4 Articulo 3.1, inciso final, LeS.
® Articulo 20 LeS. Véanse también los articulos 22 y 23.
4 Articulo 22 LeS.
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3.° El establecimiento de un régimen de valoracién propio para la inci-
dencia (por expropiacién o por ejercicio de la potestad de planea-
miento) en actuaciones de urbanizacién o edificacién?’.

3.5. La garantia de la transparencia de la actuacién administrativa,
la participacion ciudadana en el planeamiento y la bondad y el rigor
de la ordenacion y la gestion territorial y urbanistica

El legislador estatal, que reafirma rotundamente la condicién de funcio-
nes puiblicas de la ordenacién territorial y urbanistica, no se olvida, por dltimo,
de aspectos sin los cuales la refaccidn de esta politica publica quedarfa incom-

pleta.

a) Lainformacién y la transparencia

Aunque reserva desde luego a la o las Administraciones publicas compe-
tentes la direccién y el control del proceso urbanistico en todas sus fases por
cualesquiera sujetos, publicos o privados®®, impone a la legislacién autonémica
en la materia el deber de garantizar el derecho a la informacién tanto de los
ciudadanos (sin condicionamiento o limitacién algunos), como de las entida-
des representativas de los intereses afectados por aquel proceso®. Al servicio de
este derecho a la informacién (a toda ella) y de la transparencia administrativa
estdn las siguientes técnicas:

a) La atribucién a todos los ciudadanos de los derechos subjetivos a: i)
acceder a la informacién de que dispongan las Administraciones publi-
cas sobre la ordenacién territorial, la ordenacién urbanistica y su eva-
luacién ambiental; ii) a obtener copia o certificacién de las disposicio-
nes o actos administrativos adoptados (en los términos dispuestos por
la legislacién reguladora correspondiente); y iii) a ser informados por
la Administracién competente, de forma completa, por escrito y en
plazo razonable, de régimen y las condiciones urbanisticas aplicables a
una finca determinada (en los términos dispuestos por su legislacién
reguladora)®’; asi como, para quienes ejerciten —siendo o no propieta-
rios de suelo— el derecho de iniciativa privada en la urbanizacién y la
construccidén o edificacién, el derecho a consultar a las Administracio-
nes publicas competentes sobre los criterios y las previsiones de la or-
denacién urbanistica, de los planes y proyectos sectoriales y de las obras

47 Articulo 25 LeS.

4 Articulo 3.2, a) LeS.

4 Articulo 3.2, c) LeS.

% Articulo 4, ¢) y d) LeS.
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que habrian de realizarse para asegurar la conexién de la urbanizacién
con las redes generales de servicios y, en su caso, las de ampliacién y
reforzamiento de las existentes fuera de la actuacién, debiendo la legis-
lacién autonémica pertinente regularlo, fijar el plazo miximo (no su-
perior a tres meses) de respuesta y los efectos que de ésta se sigan’’.

b) La formacién y actualizacién permanente, por la Administracién Ge-
neral del Estado en colaboracién con las Comunidades Auténomas, de
un sistema publico general e integrado de informacién sobre suelo y
urbanismo, compatible y coordinado con el resto de sistemas de infor-
macién y, en particular, con el catastro inmobiliario, con la finalidad
de promover la transparencia®.

¢) La preceptividad de la inclusién, entre la informacién que deba cons-
tar en los proyectos de alteracién de la ordenacién urbanistica que, no
efectudndose en el marco del ejercicio pleno de la potestad de ordena-
cién o planeamiento, pretendan incrementar la edificabilidad o la den-
sidad o modificar los usos del suelo, la relativa a la identidad de todos
los propietarios o titulares de otros derechos reales sobre las fincas afec-
tadas durante los cinco afios anteriores a la iniciacién del procedimien-
to correspondiente, segin conste en el registro o instrumento utilizado
a efectos de notificaciones a los interesados de conformidad con la le-
gislacién en la materia®.

d) Lasujecién a informacién publica de i) todos los convenios urbanisticos;
y ii) todos los instrumentos de ordenacién y ejecucién urbanisticas (in-
cluidos los de distribucién de beneficios y cargas) por plazo nunca infe-
rior al minimo exigido en la legislacién sobre procedimiento comun™.

e) La publicidad telemdtica del anuncio de la informacién publica, asi
como de los actos de tramitacién que sean relevantes para la aproba-
cién o alteracién de los instrumentos de ordenacién territorial y urba-
nistica®.

f) La exigencia de complementacién de la documentacién expuesta al
publico, cuando de procedimientos de aprobacién o alteracién de ins-
trumentos de ordenacién urbanistica se trate, de un resumen ejecutivo
expresivo de i) la delimitacién de los 4mbitos en los que la ordenacién

51 Articulo 6, b) LeS.

52 Disposicién adicional primera LeS. El Ministerio de la Vivienda ya ha volcado en la red los datos del atlas
estadistico de las dreas urbanas de Espafia, 2006; lo que constituye un primer gran paso en el estableci-
miento del sistema publico de informacién contemplado por la Ley.

53 Articulo 70 ter.3 introducido en la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases de régimen local por
la disposicién adicional novena LeS.

> Articulo 11.1 LeS.

> Articulo 70 ter.2 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases de régimen local, introducido
por la disposicién adicional novena LeS, en relacién con el articulo 11.3 de ésta, que, ademds, obliga a las
Administraciones publicas a impulsar la publicidad telemdtica. En los Municipios menores de 5.000 ha-
bitantes este deber puede cumplirse a través de los entes supramunicipales que tenga atribuida la funcién
de asistencia y cooperacién técnica con ellos, siendo obligatoria la prestacién de esta cooperacién.
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proyectada pretende alterar la vigente, con un plano de la delimitacién
y la especificacién del alcance de la alteracién; y, en su caso, ii) los
dmbitos en los que se suspendan la ordenacién en vigor o los procedi-
mientos de ejecucién o intervencién urbanistica y la duracién de tal
suspensién™®. Se trata de una medida claramente dirigida a facilitar el
conocimiento de los ciudadanos, sin necesidad de intermediacién de
experto o técnico alguno, de las iniciativas de cambio en la ordenacién
territorial y urbanistica y, por tanto, de participacién de aquéllos en los
correspondientes procesos decisionales.

g) El deber de todas las Administraciones publicas con competencias de
ordenacién territorial y urbanistica de tener a la disposicién de los
ciudadanos que lo soliciten copias completas de los instrumentos de
ordenacién territorial y urbanistica vigentes en su dmbito territorial,
de los documentos de gestién (entre los que deben incluirse los infor-
mes periédicos de seguimiento de la actividad de ejecucién urbanistica
a que se refiere el articulo 15.5 LeS) y de los convenios urbanisticos”.

h) La publicacién preceptiva de de i) todos los convenios urbanisticos; y
ii) todos los instrumentos de ordenacién y ejecucién urbanisticas (in-
cluidos los de distribucién de beneficios y cargas) en la forma y con el
contenido determinados por las Leyes®®.

b) La participacién ciudadana

Sobre la base de las anteriores disposiciones dirigidas a asegurar la infor-
macién suficiente sobre los procesos urbanisticos y la transparencia debida de
la actuacién administrativa, la LeS, considerdndola factor clave para la bondad
y el acierto de la ordenacidn territorial y urbanistica y también la prevencién vy,
en su caso, correccion, de cualesquiera deficiencias y desviaciones, aspira a re-
vitalizar la decisiva participacién ciudadana en el establecimiento de aquella
ordenacién y en su gestién. A tal fin, después de imponer a la legislacién auto-
némica en la materia el deber de garantizar la participacién ciudadana en una
y otray a la gestién urbanistica el deber de promover tal participacién®, dispo-
ne el derecho de todos los ciudadanos a:

1.° Participar efectivamente en los procedimientos de elaboracién y apro-
bacién de cualesquiera instrumentos de ordenacién del territorio o de
ordenacién y ejecucién urbanisticas y de su evaluacién ambiental me-
diante la formulacién de alegaciones, observaciones, propuestas, re-

56 Articulo 11.2 LeS.

57 Articulo 70 ter.1 de la Ley 7/1985, de 2 de abril, reguladora de las bases de régimen local, introducido
por la disposicién adicional novena LeS.

8 Articulo 11. LeS.

9 Articulo3.2, ¢) y 4 LeS.
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clamaciones y quejas. Aqui la novedad radica en la amplitud de la
participacién y la exigencia de su efectividad®.

Obtener de la Administracién una respuesta motivada a dichas alega-
ciones, observaciones, propuestas, reclamaciones y quejas conforme a
la legislacién reguladora del régimen juridico de dicha Administra-
cién y del procedimiento de que se trate®, destacando el requerimien-
to de respuesta expresa y motivada en plazo.

Ejercer la accién publica para hacer respetar las determinaciones de la
ordenacién territorial y urbanistica, asi como las decisiones resultantes de
los procedimiento de evaluacién ambiental de los instrumentos que las
contienen y de los proyectos para su ejecucién, en los términos dispues-
tos por su legislacion reguladora. La novedad reside en la extensién de la
accién publica al respeto de las decisiones de evaluacién ambiental.

¢) El recto ejercicio de la potestad de planeamiento o planificacidn,
especialmente en su funcién de prevision y arreglo del desarrollo urbano,
y la seriedad y el rigor en las relaciones juridicas derivadas de la gestién
urbanistica

La situacién actual del planeamiento territorial y urbanistico, a tenor de la
informacién actualizada al afio 2006 que suministra el atlas estadistico de las
dreas urbanas de Espafia publicado por el Ministerio de la Vivienda, puede
resumirse asi:

a)

b)

<)

Cobertura amplia del territorio nacional: cuentan con plan general o
con normas subsidiarias los términos municipales en los que se asienta
i) el 90 % de la poblacién de las grandes dreas urbanas y ii) algo mds
del 60% de la poblacién de las pequenas dreas urbanas, asi como iii)
algo mds del 80% de la poblacién de las dreas no urbanas.

El éxito, pues, del sistema de planeamiento urbanistico disefiado en
1956 y centrado en el escalén municipal, que ha permanecido no obs-
tante la fragmentacion territorial del ordenamiento urbanistico; éxito
que, al propio tiempo, expresa el fracaso del sistema de ordenacién
urbanistica por superar el horizonte municipal.

La consecucién, por tanto, de la extensién de la planificacién fisica al
territorio nacional relevante al efecto desde el punto de vista del asen-
tamiento de la poblacién.

El juicio que permite esta informacién es, sin embargo, ambivalente. De
un lado, la situacién es positiva en cuanto acredita el pleno desarrollo del pro-

% Articulo 4, e), inciso inicial, LeS.

1 Articulo 4, e), inciso final, LeS.
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ceso de «regulacién» del uso del suelo en la parte del territorio mds precisada de
ella. Pero, de otro, es claramente negativa en tanto que revela la persistencia
indebida del cumplimiento por el planeamiento urbanistico municipal de una
funcidn real para la que, al menos no siempre, es idéneo por su escala y pers-
pectiva. La suma de la ordenacién urbanistica general de los términos munici-
pales, en efecto, no puede sustituir la ordenacién del territorio que la 16gica
actual de la ocupacidn, transformacién y utilizacién del suelo demanda. Existe,
pues, un vacio en la escala supramunicipal imputable a las Comunidades Au-
ténomas, por el desigual desarrollo por éstas de la ordenacién territorial que les
incumbe directamente. La consecuencia es una articulacién descompensada de
la politica de ordenacién territorial y urbanistica como un todo funcional, que
sin duda no ha sido ni es ajena a los males que padecemos. Se confirma asi la
procedencia, ya antes apuntada, de distribuir la responsabilidad por tales males
entre los Municipios y las Comunidades Auténomas.

En todo caso, ni el juego efectivo de la técnica del planeamiento (municipal
y general) dice nada sobre la correccién del funcionamiento de la politica urba-
nistica, ni la actividad planificadora acredita la calidad de la planificacién. Aquel
funcionamiento, para ser correcto, s6lo puede ser resultado del juego combinado
de multiples técnicas; juego, que ha brillado por su ausencia en la prictica de los
tltimos anos, de modo que el plan ha operado exclusivamente como marco de
legitimacién de la actuacién de los agentes (proporciondndoles seguridad en
cuanto al aprovechamiento urbanistico). Y en esa practica, la calidad del planea-
miento dista de ser general, ya que, en la realidad, se ha producido una clara
degradacién de la planificacién: de ser una decisién politica colectiva sobre la
convivencia en vecindad aquélla ha pasado a ser mero proyecto para la viabilidad
legal de iniciativas al servicio del desarrollo urbano indiscriminado.

Todo ello, ademds de confirmar la insuficiencia de la LeS para el buen
arreglo de la politica de ordenacién territorial y urbanistica, corrobora su nece-
sidad, su acierto en el diagndstico de los problemas y, por tanto, la buena di-
reccién de las medidas que articula. Por lo que hace al planeamiento y a la
gestion territorial y urbanisticas, éstas son las siguientes:

a) La exigencia de la regulacién por la legislacién autonémica pertinente
de los supuestos en los que el impacto de la previsién de una nueva
actuacion de urbanizacidn, es decir, de nuevo desarrollo urbano obliga
a un ejercicio pleno de la potestad de planeamiento el Municipio o del
dmbito superior en que se integra por trascender su dmbito propio los
efectos significativos que la actuacién previsiblemente va a generar en
el medio ambiente (con las consecuencias que de ello se siguen)®.

62 Articulo 15.6 LeS. Para asegurar la efectividad de esta regla bdsica, la disposicién transitoria cuarta deter-
mina que, transcurrido un afio desde la entrada en vigor de la LeS sin cumplimiento por la legislacion
autondémica de la remisién que a ella se hace, serd de directa aplicacién el criterio de que la actuacién
suponga —por s{ misma o en unién de las aprobadas en los dos tltimos afios— un incremento superior al
20 por ciento de la poblacién o de la superficie del suelo urbanizado del Municipio o 4mbito territorial.
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b) La articulacién de reglas, medidas, técnicas y trdmites dirigidos a ase-
gurar —desde la doble perspectiva de la compatibilizacién de los diver-
sos intereses publicos y de la armonizacién de los intereses privados o
particulares con el general— la correccién y el acierto en el ejercicio de
la potestad de planeamiento y la bondad, por tanto, de las soluciones:
i) la prohibicién de convenios urbanisticos previos vinculantes de la
potestad de planeamiento, que ya conocemos®; ii) la fijacién de limi-
tes sustantivos a la potestad de planeamiento (la preservacion de toda
transformacién con finalidad urbanistica del suelo que esté protegido
por o en virtud de la legislacién de proteccién o policia del dominio
publico, de la naturaleza o del patrimonio cultural®) o su vinculacién
por criterios cientificos (para la alteracién, como ya nos consta, de los
espacios naturales protegidos o de los incluidos en la red natura 20009);
iii) el sometimiento a evaluacién ambiental de los instrumentos de
ordenacién territorial y urbanistica (integrindola, en forma de infor-
me de sostenibilidad, inclusivo de un mapa de riesgos naturales, en el
procedimiento de aprobacién de dichos instrumentos) y, en su caso, a
evaluacién de impacto ambiental los proyectos requeridos para su eje-
cucién®; iv) la exigencia de la inclusién por los instrumentos de orde-
nacién de actuaciones de urbanizacién, ademds, de un informe o me-
moria de sostenibilidad econémica, que debe ponderar el impacto de
dicha actuacién en las haciendas publicas afectadas por su implanta-
cién y el mantenimiento de las infraestructuras necesarias o la puesta
en marcha y la prestacién de los servicios resultantes, asi como la sufi-
ciencia y la adecuacién del suelo destinado a usos productivos®; v) la
potenciacién de los trdmites de consultas interadministrativas, espe-
cialmente mediante la previsién de informes sectoriales preceptivos y
determinantes (los relativos a la existencia de los recursos hidricos ne-
cesarios; el deslinde y la proteccién del dominio publico maritimo-te-
rrestre, en su caso; y la afeccion de las carreteras y demds infraestructu-
ras y el impacto sobre su capacidad de servicio®) y vinculantes (el
relativo a la incidencia sobre terrenos, edificaciones e instalaciones, in-
cluidas sus zonas de proteccién, afectos a la defensa nacional®), de-
biendo resaltarse que el cardcter determinante se traduce especialmen-
te en que el contenido de la memoria ambiental” sélo puede disentir

9 Articulo 3.1 LeS.

% Articulo 12.2, a) LeS.

% Articulo 13.4, pérr. 2.° LeS.
6 Articulo 15.1y 2 LeS.

7 Articulo 15.4 LeS.

% Articulo 15.3 LeS.

¥ Disposicién adicional segunda LeS.

7% Debe tenerse en cuenta que, segtin la Ley 9/20006, de 28 de abril, sobre evaluacién ambiental de los efec-
tos de determinados planes y programas en el medio ambiente, la memoria ambiental se formula finali-

zada la fase de consultas y con objeto de valorar la integracién de los aspectos ambientales en la propues-
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de ellos de forma expresamente motivada’; vi) la facilitacién de la
coordinacién administrativa en la toma de decisiones mediante la pre-
visién de la posibilidad de la participacién de representantes incluso de
la Administracién general del Estado en los érganos colegiados de ca-
racter supramunicipal que sean competentes para la aprobacién de los
instrumentos de ordenacidn territorial y urbanistica’; y vii) la exigen-
cia de motivacién (con expresién de los intereses generales servidos) de
las decisiones en que se traduzca el ejercicio de la potestad de planea-
miento en la que confluyen todas las anteriores’.

¢) La garantia de la distancia (respecto de los intereses particulares) u objeti-
vidad de las Administraciones competentes, mediante la de la imparciali-
dad de los funcionarios directivos, los representantes y las autoridades o
cargos ejecutivos municipales con responsabilidades en la politica urbanis-
tica, y, por tanto, de la gufa de los procesos decisionales publicos exclusiva-
mente por el interés general: renovacién y ampliacién del contenido, al-
cance y 4mbito de aplicacién del régimen de incompatibilidades,
declaraciones (sobre causas de incompatibilidad y actividades generadoras
de ingresos, asi como bienes) y limitaciones al ¢jercicio de actividades pri-
vadas a la finalizacién del mandato de los representantes locales’™.

d) La introduccién de rigor en el ¢jercicio de la potestad de planeamien-
to, disponiendo: i) en el caso de que dicho ¢jercicio deba producirse en
el contexto de procedimientos incoados a iniciativa particular, 1) el
derecho de los interesados que hubieran formulado previamente con-
sulta a la Administracién competente sobre los criterios y previsiones
de la ordenacién urbanistica y otros extremos relevantes a ser indemni-
zados, en caso de alteracion de los datos facilitados en la contestacién
dentro del plazo en el que ésta surta efectos, a ser indemnizados por el
importe de los gastos en que hayan incurrido para la elaboracién de los
proyectos necesarios que resulten indtiles”, y 2) el derecho de los inte-
resados en el procedimiento de planeamiento a ser indemnizados por
el importe de los gastos en que hayan incurrido para la presentacién de
las solicitudes como efecto derivado del incumplimiento del deber de

ta de plan o programa, en la que debe analizarse el proceso de evaluacidn, el informe de sostenibilidad
ambiental y su calidad, y evaluarse el resultado de las consultas realizadas y c6mo se han tomado en con-
sideracién y analizarse la previsién de los impactos significativos de la aplicacién del plan o programa. La
memoria ambiental es, por ello, preceptiva y ha de contener, por ello, las determinaciones finales que
deban incorporarse a la propuesta del plan o programa (por lo que el érgano promotor ha de elaborar la
propuesta de plan o programa tomando en consideracién el informe de sostenibilidad ambiental, las
alegaciones formuladas en las consultas y la memoria ambiental) [arts. 12 y 13 de la citada Ley].

7' Articulo 15.3, pdrr. 2.° LeS.

72 Disposicién adicional octava LeS.

73 Articulo 3.1, pérr. 2.° LeS.

74 Disosicién adicional novena LeS por la que se modifican preceptos de la Ley 7/1985, de 2 de abril, regu-
ladora de las bases de régimen local y se introducen nuevos preceptos en ésta.

7> Articulo 6, b), pdrr. 2.° LeS.

77



Luciano Parejo Alfonso

£)

resolver dentro del plazo méximo establecido legalmente (salvo en los
casos de estar establecido el juego del llamado silencio positivo)’; y ii)
en el caso de que el ejercicio deba producirse en el contexto de proce-
dimientos incoados de oficio por la Administracién competente para
su instruccién, pero cuya aprobacién definitiva competa a otra Admi-
nistracién, la presuncién legal zuris et de iure de la produccién de tal
aprobacién por el transcurso del plazo establecido para el dictado de
resolucién expresa en la legislacién correspondiente”.

La paralela introduccién de rigor en las relaciones derivadas de la eje-
cucién (mediante actuaciones de transformacién urbanistica) del pla-
neamiento, con repercusién obvia sobre el ejercicio de éste (que ha de
tener ahora en cuenta anticipadamente sus consecuencias en el mo-
mento de clasificar el suelo), al i) prohibir —como ya nos consta— los
convenios urbanisticos que impongan obligaciones o prestacionales
adicionales o mds gravosas que las legales o con cldusulas en perjuicio
de terceros (es decir, sin el consentimiento de éstos)’®; ii) excluir la
posibilidad de la «monetarizacién» de la entrega de suelo libre de car-
gas de urbanizacién correspondiente al porcentaje legal de edificabili-
dad media ponderada de la actuacién o dmbito superior de referencia
cuando pueda cumplirse con suelo destinado a vivienda sometida a
algin régimen de proteccién publica en virtud de la reserva legal obli-
gatoria con tal fin”; y iii) precisar los momentos de inicio y termina-
cién de las actuaciones de urbanizacién y vincular 1) a la caducidad de
los instrumentos legitimantes de la ejecucién de la actuacién, el efecto
de la restitucién del suelo a la situacién en que se hallaba en el momen-
to del inicio de la actuacién; y 2) a la recepcién de las obras o la pre-
suncién legal de su terminacién (por transcurso del plazo mdximo para
resolver sobre ella), el efecto de liberacién del responsable de la ejecu-
cién de la conservacién de la urbanizacién y la necesaria asuncién, en
su caso, de la misma por la Administracién actuante®.

Finalmente, la introduccién asimismo de rigor —retroalimentador del
de la ordenacién— en la gestién urbanistica con carcter general gracias
a la imposicién, ya aludida, de la formulacién, discusién y aprobacién
periédicos en los Municipios que dispongan de Junta de Gobierno
Local de un informe de seguimiento de la actividad de ejecucién urba-
nistica de su competencia (que debe considerar, al menos, la sostenibi-
lidad ambiental y econémica y puede surtir los efectos propios del se-
guimiento obligado del cumplimiento de la declaracién ambiental)®'.

76 Articulo 11.4 LeS.
77 Articulo 11.5 LeS.
78 Articulo 16.3 LeS.
7 Articulo16.1, b), dltimo pérrafo, LeS.
80" Articulo 14.2 LeS.
81 Articulo 15.5 LeS.
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